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EL ACCESO A LA JUSTICIA Y LOS 
DERECHOS HUMANOS EN EL BRASIL 

Antonio Celso Alves Pereira 
Profesor de Derecho Internacional Públiw y 

Director de la Facultad de Derecho de la Universidad del Estado de Río de laneiro. 
Profesor de Política Internacional de la Unirnidad Federal de Río de laneiro, Brasil. 

Doctor en Derecho Públiw. 
Vicepresidente de la Sociedud Brasileña de Derecho Intemaaonul. 

1) Uno de los hechos más importantes que debemos destacar en el 
proceso de evolución y democratización del Derecho Internacional en el 
presente siglo es la consagración, mediante la mejor doctrina, de la perso- 
nalidad internacional del hombre. Entre las controversias que aún persisten 
en relación con dicha materia está el tema del acceso individual a los 
tribunales internacionales. La Corte Internacional de Justicia, reflexionando 
sobre el concepto de soberanía nacional vigente en el momento de su 
creación y preocupada por no invadir el llamado "dominio reservado del 
Estado", establece en el artículo de su Estatuto que solo los Estados pueden 
tomar parte en cuestiones sometidas a juicio dentro de su iimbito. Sin 
embargo, merece especial atención el hecho de que en el proceso de 
evolución del derecho internacional en materia de prottxción de los dere- 
chos humanos se haya avanzado en dirección al reconocimiento de la 
capacidad procesal individual, es decir, que se crearon mecanismos que les 
permiten a los individuos, independientemente del sistema clásico de la 
protección diplomática, argüir en favor de sus derechos a traves de los 
instrumentos internacionales de aplicación de los derechos humanos espe- 
cificados en el sistema de peticiones individuales de los órganos de super- 
visión internacional. Habría que señalar la existencia de órganos de super- 
visión que emanaron directamente de las resoluciones y de los propios 
textos de las Cartas institutoras de organismos internacionales y, evidente- 
mente, los oriundos de tratados y convenciones sobre derechos humanos. 
Pongamos por ejemplo el Comite de Derechos Humanos del Pacto de las 
Naciones Unidas sobre Derechos Civiles y Políticos, el Comite contra la 
Tortura de la Convención de la ONU contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, los órganos creados por la 
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Convención Europea de Derechos Humanos -la Comisión y la Corte 
Europea de Derechos Humanos- y, en el continente americano, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos -artículo 112 de la Carta de la OEA 
y artículo 33 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto 
de San Jose de Costa Rica, 1969- y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, creada también por dicha Convención. 

Conviene sefíalar que la función principalde la Comisión hterarnericana 
de Derechos a urna nos, en conformidad con el artículo 41, es la de promover 
la observancia y la defensa de los derechos humanos de los pueblos de 
América. El artículo 44 dela Convención Americana sobre Derechos Huma- 
nos establece los siguiente: 

"Cualquier persona, grupo de personas o entidad no gubernamental 
legalmente reconocida en uno o más Estados-miembros de la Organización 
(OEA), pude  presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias 
o quejas de violación de esta Convención por un Estado Parte". Consúltese 
también el artículo 25 de la Convención Europea para la Protección de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales. 

HabrIa que aclarar que este sistema de peticiones solo puede ser accio- 
nado por el individuo una vez que se agotaron todos los recursos de la juris- 
dicción interna o cuando no exista en la legislación interna del Estado el 
respectivo proceso legal para proteger el derecho o los derechos que se alega 
han sido violados (Art. 46, W1, letra a, y N02, letra a de dicha Convención).' 

11) Conviene señalar que, dentro de la iínea histórica moderna, el punto 
de partida de la lucha por los derechos del hombre fue determinado por el 
movimiento cultural-filosófico del Iluminismo, p~cipalmente en lo que se 
refiere a la libertad de pensamiento. La pionera "Declaración de Virginia" 
(1776) y la "Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano" 
(1789) de la Asamblea de la Revolución Francesa son elementos fundamen- 
tales de un proceso evolutivo que sólo ganaría alcance internacional con la 
concreción de algunos de los principales objetivos de las luchas sociales del 
siglo XIX, causadas por los problemas intrínsecos a la relación capital/ 
trabajo'que surgieron con la primera Revolución Industrial. La Encíclica 

1 "El derecho de peticih individual -mediante el cual un particular, a diferencia de la 
protección diplomática, está capacitado para interponer una reclamación ante un 
órgano internacional, aún enconira de su propio Estado- y la noción de garantía co- 
lectiva (con mayor realce enlas peticiones interestataies) constituyen dos de los ras 
gos distintivos más importantes del nuevo sistema de protección internacional de los 
derechos humanos". Carqado Trindade, Antonio Augusto -A Protedo Internacional 
dos Direitos Humnos-. Fundamentos Jurídicos e Instrumentos Básicos, San Pablo, 
Saraiva, 1991, p. 7. 
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Rérum Nuvúrum del Papa León XIII, otorgada en 1891, ledio al tema carácter 
de prioridad y así lanzó las bases de la Doctrina Social de la Iglesia Romana. 
Ya en el siglo XX, la creación de la OIT (Organización Internacional del 
Trabajo) en el Tratado de Versalles, en 1919, es otro marco que debe 
destacarse en este proceso evolutivo que traería consigo la consagración de 
la expresión "derechos sociales", llamados de segunda generación en la 
clasificación didáctica general de los derechos humanos. Sin embargo, en el 
presente contexto procede la observación de Antonio Augusto Cancado 
Trindads, quienafirma que, en el orden internacional, los derechos sociales 
pueden considerarse de primera genera~ión.~ 

La fundación de la ONU (1945) y la promulgación de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (1948) pusieron definitivamente a la 
orden del día en las grandes discusiones internacionales el problema de los 
derechos humanos, lo que trajo aparejadas profundas consecuencias en el 
orden interno de las sociedades nacionales. 

"La Declaración Universal, afirma Bobbio, contiene en sí misma la 
síntesis de un movimiento dialéctico que comienza por la universalidad 
abstracta de los derechos naturales, se transforma en la particularidad 
concreta de los derechos positivos y termina en la universalidad ya no 
abstracta, sino tambien concreta, de los derechos positivos universales ... La 
Declaración Universal representa la conciencia histórica que tiene la huma- 
nidad de sus propios valores fundamentaIes en la segunda mitad del siglo 
XX. Es una síntesis del pasado y una inspiración hacia el futuro: pero sus 
tablas no han sido grabadas de una vez y por ~iempre".~ 

De esta manera, a partir de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos han surgido una serie de instrumentos internacionales para 
discutir los más variados temas relacionados con los derechos inalienables 
de la persona humana, cada uno de ellos producto de un movimiento y de 
una realidad política e histórica determinada y, sin embargo, convergentes, 
marcados por la indivisibilidad. 

Dado lo que acabamos de discutir, habría que añadir que en este fin de 
siglo, como lo indica el ya mencionado Norberto Bobbio, el problema 

2 Al respecto consúitese Cansado Trindade, Antonio Augusto -A Pmtecrio Internacionnl 
dos Direitos Humanos op. cit., p.3-8,25-29 y 410. 

3 Apud, Mello, Celso D. de Albuquerque. Curso de Direito Internrrcimal PúbliceEditora 
Renovar: Río de Janeiro, 9' edici6n-Volumen 1,1992, p.625 

4 Bobbio, Norberto - A Era dos Direitos - Editora Campus; Río de Janeiro, 1992, 
p.30. 
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central de los derechos humanos "no consiste en saber cuáles y cuántos son 
esos derechos, cuál es la índole o el fundamento de los mismos, si se trata de 
derechos naturales o histbricos, absolutos o relativos, sino más bien saber 
cuál es la forma más segura de garantizarlos para impedir que, a pesar de 
las solemnes declaraciones, se los viole ~onstantemente."~ 

111) Creemos que queda claro, por las ideas presentadas anteriormente, 
que el punto central de la cuestión de los derechos humanos, principalmen- 
te en el ámbito del Tercer Mundo, reside sobre todo en la efectividad de los 
mecanismos internos e internacionales de aplicación de dichos derechos y 
en el papel que el Estado y las organizaciones no gubernamentales juegan 
en este asunto. El Estado, al asumir, vía ratificación, el compromiso de 
asegurarles a los individuos que están bajo su jurisdicción el goce pleno de 
los derechos consagrados en una convención internacional de derechos 
humanos, evidentemente se obliga no solo a garantizar el fiel cumplimiento 
de este compromiso sino también a prevenir y a hacer con que dicho tratado 
salga del papel. Las convenciones internacionales que tienen por objeto la 
protección de los derechos de la persona humana, debido a la naturaleza de 
los temas que discuten y considerando la titularidad de los derechos 
protegidos, vinculan materias claramente capituladas en el rol de temas 
referentes al orden público. Como nos enseña Antonio Augusto Cancado 
Trindade, los tratados de derechos humanos "son distintos de los tratados 
clásicos que incorporan restrictivamente arreglos y concesiones recíprocas; 
los tratados de derechos humanos prescriben obligaciones de carácter 
esencialmente objetivo que deben garantizarse y ponerse en práctica colec- 
tivamente y acentúan el predominio de la noción "de interés general", u 
ordre public , que va más allá de los intereses particulares de las Partes. La 
armonización de sus normas con el derecho interno de cada Estado Parte, 
como asimismo la posición que en éste puedan llegar a ocupar, no solo va 
a depender de consideraciones de carácter constitucional interno sino 
también de los avances confiados a los órganos in ternacionales establecidos 
por los tratados de derechos h~manos".~ 

Las diversas convenciones internacionales de derechos humanos, ya 
sea las que apuntan al ámbito universal o las quedirigen su acción al ámbito 

5 Id, p.25. 

6 Ver el texto de la excelente conferencia que dio el Profesor Antonio Augusto Cancado 
Trindade: "Evoluqao e Fortalecimiento da Protgao Internacional dos Direitos da 
Pessoa Humana em sua Amplia Dimensiío", en A Protefdo dos Direitos Humanos nos 
Planos Nacional e Internacional: Perspectivas Brnsileiras - Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos (IIDH), San José de Costa Rica/Brasilia, Brasil, 1992, p. 43/80. 
Del mismo autor cowúltese también A Pmtecdo Internacional dos Direitos Humanos- 
Fundamentos ]urídicoseInstmmentos Básicos. Editora Saraiva, SanPablo, 1991, p.3/ 11. 
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regional, insisten, todas ellas, en el deber incuestionablequeel Estado Parte 
tiene de respetar y hacer con que se respeten los derechos de la persona 
humana que está bajo su jurisdicción doméstica. 

IV) La Constitución brasileña de 1988 avanzó bastante en lo que a 
derechos humanos se refiere. Elaborada en un período muy importante de 
la vida nacional, cuando el país salía de años de régimen autoritario para 
consolidar el Estado de Derecho, la Carta de 1988 aborda detenidamente 
-en el Título 11, Capítulo 1- el tema de los derechos y garantías fundamen- 
tales de la persona humana. Como consta en el articulo 5" y en sus 78 incisos, 
esos derechos surgen en la legislación brasileña de un modo realmente 
innovador, son portadores de garantías constitucionales que hasta entonces 
no existían en el Brasil; el mandato de seguridad colectivo, que tanto puede 
ser impetrado por una organización sindical, una entidad de clase o una 
asociación legalmente cons tituida y en funcionamiento hace más de un año, 
opor un partido político que tenga representación en el Congreso Nacional; 
el Mbeas data que le permitirá al interesado tener pleno conocimiento de las 
informaciones que a su respecto constan en los archivos o bancos de datos 
de entidades gubernamentales o de carácter público y que, de ser el caso, 
permitirá rectificar datos, siempre y cuando no se prefiera hacerlo a través 
de un proceso sigiloso, judicial o administrativo; el mandato de prescrip- 
ción pasó a ser el instrumento legal con que cuenta el individuo, en caso de 
que no exista una norma reglamentaria, para posibilitar el ejercicio de los 
derechos y libertades constitucionales y las prerrogativas inherentes a la 
nacionalidad, la soberanía y la ciudadanía; la acción civil pública, a ser 
propuesta por el Ministerio Público, la Unión Federal, los Estados-Miem- 
bros, los Municipios y sus respectivas autarquías y entidades paraestatales, 
las fundaciones o las asociaciones comunitarias. Es importante señalar que 
la Constitución de 1988, en su articulo 103, IX, les confiere a las Confedera- 
ciones Sindicales o entidades de clase de alcance nacional el poder de 
proponer una acción de incons titucionalidad. Además de es tos disposi tivos 
innovadores, la Carta de 1988 aseguró las garantías vigentes en las Consti- 
tuciones anteriores: el Mbeas corpus, el juicio por el Tribunal del Jurado y el 
mandato de seguridad individual. La Constituciónde 1988 también registra 
la función que le cabe desempeñar al Ministerio Público: ahora su función 
única es la de fiscal de la sociedad, al contrario de lo que ocurrla en el 
derecho constitucional anterior, en el que acumulaba las funciones antagó- 
nicas de abogado del Estado y fiscal del pueblo. El artículo 129 de la 
Constitución Federal de 1988, al establecer las funciones institucionales del 
Ministerio Público, le otorga a este importantisirno órgano un papel por 
demás relevante para la defensa de los derechos humanos. 

La Constitución de 1988 protege ampliamente los derechos sociales. 
Los artículos 6", T, 8", 10" y llvestabIecen los aspectos fundamentales de los 
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derechos económicos y laborales. Los artículos 12" y 14" abordan el tema de 
la nacionalidad y de los derechos políticos. Esto nos permite deducir que la 
máxima ley brasileña abarca de manera amplia la protección de los dere- 
chos humanos y que, por consiguiente, el problema de desacato a dichos 
derechos en el país no es fruto de la inadecuación de nuestra legislación a 
los instrumentos internacionales que tratan sobre el tema. Resulta intere- 
sante recordar lo que ordena el mencionado artículo 5", en su párrafo 2": 
"Los derechos y garantías asegurados en esta Constitución no excluyen 
otros provenientes de regimen y de principios por ella adoptados o aquellos 
que forman partede los tratados internacionales que la República Federativa 
del Brasil suscribió". El Brasil completó recientemente -en 1992- el cuadro 
de ratificaciones de tratados y convenciones que forman el conjunto inter- 
nacional de instrumentos fundamentales que protegen a la persona huma- 
na en sus más variados aspectos. 

Así, pues, podemos decir que el problema central de la pro tecciónde los 
derechos humanos en escala nacional no es solamente la necesaria interacción 
que debe existir entre el derecho internacional de los derechos humanos y 
el derecho interno, sino más bien -y principalmente la falta de voluntad 
política, la incompetencia burocrática, el rencor ideológico de las elites y el 
fracaso de un Estado desorganizado, omiso e incumplidor de los deberes 
constitucionales más elementales. 

V) Entre los obstáculos que impiden el pleno ejercicio de  los derechos 
humanos universalmente consagrados, por parte de  los individuos some- 
tidos a la jurisdicción brasileña, destacamos el grave problema del acceso a 
la justicia. Los derechos inalienables de toda persona humana son a diario 
violados, ya sea por acción u omisión del propio Estado o a causa de las 
relaciones privadas. 

Aunque su aparato cuente, como ya se ha dicho, con una legislación 
adecuada, el Estado brasileño fracasó rotundamente en sus políticas de 
protección de los sectores más carentesde la población. Una seriede factores 
económicos, políticos y culturales, provenientes de las condiciones históri- 
cas en las que se consolidó la nación brasileña, hacen aflorar el corte 
autoritario y exacerban las contradicciones de clase que impiden el desarro- 
llo de la ciudadanía en nuestro país. A pesar de  darse de  un modo mucho 
más cruel en las sociedades nacionales que integran la larga lista de naciones 
pobres, como señala Mauro Capelletti, "en las últimas décadas el movi- 
miento de acceso a la Justicia tal vez haya sido la expresión más fiel de un 
cambio radical del pensamiento jurídico y de  reformas normativas en un 
número de países cada vez mayor. Como movimiento del pensamiento, el 
acceso a la Justicia representó una fuerte reacción entre una postura dogmá- 
tico-formalista que pretendía identificar el fenómeno jurídico como algo 
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exclusivo al campo de la norma, de carácter esencialmente estatal, de un 
determinado país ... Respecto al método de pensamiento, el movimiento de 
acceso a la Justicia no se contenta apenas con una mera descripción del acto 
jurídico positivo, propone también la participación activa del jurista en la 
elaboración y protección de las reformas para poder dar una respuesta 
satisfactoria a los criterios de accesibilidad"? 

Con referencia al acceso a la Justicia, como instrumento eficaz para 
garantizar los derechos humanos, la Constitución de 1988 -artículo 5O, 
LXXIV- dispone que el "Estado prestará asistencia jurídica integral y 
gratuita a todos aquellos que comprueban falta de recursos". Al comentar 
este dispositivo constitucional, José Carlos Barbosa Moreira dice lo siguien- 
te: "La primera observación, un tanto obvia, que hay que hacer es que por 
'Estado' se sobreentiende toda y cualquier entidad político-administrativa 
y no apenas la Unión y los Estados-Miembros. 

El Municipio, por ejemplo, en su esfera de actuación también tiene el 
deber de asistir. Y si se lo considera de su competencia, el necesitado puede 
pretender dicha asistencia ... Por otro lado, nada nos autoriza a suponer que 
la Constitución le haya reservado al poder público el monopolio de la 
asistencia. Si por un lado tiene el deber de asistir, por otro no podemos 
concluir que este deber le sea exclusivo. Continúan vigentes los textos 
legales que contemplan la prestación gratuita de servicios a los necesitados, 
principalmente por parte de profesionales independientes. Incluso aún se 
leda preferencia, a efectos de representación en juicio, al abogado indicando 
por el propio litigante desprovistode recursos"~Tambieiconvieneseña1ar 
que la Constitución les asegura a las personas pobres la gratuidad del 
registro civil de nacimiento y del certificado de óbito. "Son gratuitas las 
acciones de hábeus corpus y hábeus data y, de acuerdo con la ley, los actos 
necesarios al ejercicio de la ciudadanía" articulo 5O, WXVII. 

Lo antedicho nos permite inferir que en esta materia la legislación 
brasileña se adecua perfectamente, por ejemplo, al espíritu del articulo43 de 
la Carta de la OEA que establece la obligación de los Estados Miembros de 
hacer todos los esfuerzos posibles para elaborar políticas eficientes y 
disposiciones adecuadas, a fin de que todas las personas cuenten con la 

7 Capelietti, Mauro -"O Acesso A Justisa" y "A Fmsao do Jurista em Nossa Época", en 
Synthesis- Direitodo TmbalhoMat~ríalePmcessu~l- Revista Semt-stml- 15/92 - Resumen 
de Francexo Edmondo de Ruggero del articulo publicado en la Reo. Proc. 61 /ano 16- 
p.26. 

8 Barbosa Moreira, José Carlos -"O Direito A Assisthcia Jurídica: Evolusao no 
Ordenamento Brasileiro de Nosso Tempo", en Revista de la Facultad de Derecho de la 
UERJ, Río de Janeiro: NO1, Volumen 01,1992, p.167/168. 
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debida asistencia legal que les permita hacer valer sus derechos (letra i). De 
la misma manera, el artículo 8" párrafo 2" de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, que trata de las garantías judiciales, en su letra 
e establece el "derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor 
proporcionado por el Estado, remunerado o no, según la legislación inter- 
na, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor den- 
tro del plazo establecido por ley". En la letra e de dicho dispositivo queda 
claro que se le debe conceder al acusado el tiempo y los medios necesarios 
para que prepare su defensa. El artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (1966) dice lo siguiente: "1-Todas las personas 
son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá 
derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la 
substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra 
ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter 
civil". La letra d del mencionado articulo establece, asimismo, que cualquier 
persona tendrá derecho a un defensor designado ex officio gratuitamente en 
caso de no contar con medios para remunerarlo. 

Como pudimos observar, la legislación interna del Brasil presenta una 
gama satisfactoria de normas que podrían garantizarles el acceso a la 
Justicia a las personas que no disponende los recursos mínimos para costear 
una acción judicial que les permita asegurar sus derechos. Una vez más cito 
al notable profesor de derecho procesal Barbosa Moreira, quien afirma que 
"para el tema que está en estudio, el Brasil falta de textos normativos. El 
panorama de los hechos proyecta, sin duda, una imagen mucho menos 
satisfactoria: aquí, como en otros lugares, prevalece la antigua y conocida 
oposición entre "país legal" y "país real". Hasta sería extraño que funciona- 
sen bien los servicios de la justicia, y otros correlativos, en provecho de 
personas que no poseen medios, si inclusive el funcionamiento de los mis- 
mos deja tanto que desear aún cuando se trata de prestarles dichos servicios 
a quienes cuentan con recursos para costear los gastos ne~esarios".~ 

Muchas son las razones que impiden que los sectores más carentes de 
la población puedan postular los derechos violados en los tribunales. De 
pronto, la falta total de información y el desconocimiento de sus propios 
derechos constitucionales hacen con que buena parte de la población 
brasileña no se valgade la vía judicial. En un paíscon una masa considerable 
de analfabetos -18,9% de la población- resulta realmente difícil informar al 
ciudadano sobre sus derechos. Esta es en sí una realidad que nace del no 
cumplimiento por parte del Estado de uno de sus deberes fundamentales 

9 Op. cit., p. 172. 
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-e1 derecho a la educación-, que ha sido universalmente consagrado en 
varios textos internacionales, principalmente en el artículo 13 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en elartículo 
28 de la Convención sobre los Derechos del Niño. Por falta de información 
millones de brasileños ni siquiera tienen registro civil. Desconocen la 
obligatoriedad y la gratuidad del servicio para personas carentes. Según el 
articulo 7de la mencionada Convención sobre los Derechos del Niño (1969), 
el niño debe ser registrado inmediatamente después que nace y los Estados 
Partes deben garantizar la aplicación de ese derechoen conformidad con las 
leyes nacionales. Como vemos, este es otro compromiso internacional que 
el Brasil no cumple satisfactoriamente. 

Los altos costos judiciales también funcionan como un obstáculo para 
acceder a la Justicia. Cuando se trata de causas de escaso valor monetario el 
problema se soluciona recurriendo a los Juzgados Especiales de Pequeñas 
Causas, donde al demandante se lo exime de las costas y de los demás gastos 
judiciales. Una vez más el factor desinformación pesa en contra suyo. La 
mayoría de la población carente no sabe, nunca oyó hablar de la existencia 
de esos Tribunales Especiales ni de la gratuidad de sus servicios. Otro factor 
determinante es la morosidad y el formalismo de los órganos judiciales. 

"La justicia brasileña es, antes de nada, demasiado lenta. La solución de 
los litigios requiere bastante más tiempo del que sería razonablemente 
necesario para su término. Procesos que podrían resolverse en horas o días, 
llevan meses o años; demandas que una buena técnica procesal recomenda- 
ría que se resolvieran en meses oaños,demandanvarias décadas ... Esa exce- 
siva demora frustra la reparación de los derechos violados y jurisdic- 
cionalmente substrae del sistema millones de lesiones al derecho. La demo- 
ra restringe enormemente el ámbito de actuación objetiva de la Justi- 
cia" 'O 

En lo que respecta a la Justicia del Trabajo, el cercenamiento de acceso 
a los Tribunales no es tan alarmante gracias a las campañas y a la acción 
directa de los sindicatos. Probablemente sea en este ámbito donde más se 
divulga y se estimula a los sectores más necesitados de nuestra población a 
que recurran a la vía judicial en busca de una reparación de sus derechos 
violados. Sin embargo, la Justicia del Trabajo no funciona adecuadamente. 
Esto se debe a la lentitud y a la acumulación de procesos en las Juntas y 
Tribunales. Para tener una idea, solo en la ciudad de Río de Janeiro se 

10 "Relatório sobre a Organizaqao do Poder Judiciário e do Ministério Público" - npud 
Baracho, José Alfredo de Oliveira-"Democracia e Poder Judiciário"- Rroistn de la 
Fncultnd de Derecho- UFMG, Bello Horizonte -V.32- 1989, p. 53/54. 
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encaminan mensualmente 12 mil acciones de trabajo a las 54 Juntas de 
Conciliación y Centencia. Causas que apelan a instancias superiores para 
revocar la sentencia de la Junta han aguardado en promedio ocho años para 
resolverse. 

Existen varias salidas que podrían hacer con que estos problemas 
disminuyesen. Además de los Juzgados de Pequeñas Causas, es fundamen- 
tal que se creen mecanismos que presten asistencia jurídica preprocesal a 
través de conciliación extrajudicial de carácter público o privado. Está en el 
Congreso Nacional un proyecto de ley que crea comisiones paritarias 
dentro de las empresas para resolver conflictos laborales. Dicho mecanis- 
mo, en caso de ser aprobado, será muy útil para agilizar la Justicia, ya que 
impedirá que un litigio patrónsmpleado se transforme en un proceso 
judicial. La Unión, el Distrito Federal, los Estados y los Territorios, según lo 
que establece la Constitución de 1988 -artículo 98,I-, pueden crear otros 
"Juzgados Especiales provistos de jueces togados, o de togados y legos 
competentes, para conciliar, juzgar y ejecutar causas civiles menos comple- 
jas e infracciones de menor potencial ofensivo, a través de los procedimien- 
tos oral y sumarísimo permitidos en las hipótesis previstas en la ley, para 
acordar y juzgar recursos por grupos de jueces de primer grado". Asi, pues, 
con idéntico espíritu al de las comisiones paritarias mencionadas más 
arriba, se debe pleitear la creación de tribunales de vecinos para dirimir 
divergencias en el seno de las comunidades, tribunales especiales para 
resolver las pequeñas demandas de los consumidores y los litigios entre 
inquilinos y arrendatarios. Todo esto junto con otras medidas que puedan 
facilitarle al individuo el acceso a la Justicia, como campañas de información 
a través de los medios de comunicación electrónica, una distribución de 
renta más justa y mejores condiciones educativas para el pueblo. 

VI) Para concluir estas observaciones acerca del acceso a la Justicia 
como forma de asegurar la aplicación de los derechos humanos, registra- 
mos una vez más el deber intemacional del Estado de respetar y garantizar 
el pleno ejercicio de los derechos de la persona humana, reconocidos y 
protegidos por una larga lista de tratados y convenciones que forman el 
derecho intemacional de los derechos humanos. 

Disertando sobre la "Evolución y Fortalecimiento de la Protección 
internacional de los Derechos de la Persona Humana en su Doble Dimen- 
sión", Canqado Trindade dice que en el caso lrlanda versus Reino Unido, la 
Comisión Europea de Derechos Humanos -en InfOnne de enero de 1976- 
comentóqueel artículo lo de la Convención Europea de Derechos Humanos 
establece que las Partes Contratantes deben garantizarle a cualquier perso- 
na que esté bajo su jurisdicción los derechos en ella consagrados, y no solo 
tienen el deber de abstenerse de practicar cualquier acto que implique 
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violación de los derechos consagrados en la Convención, sino también de 
asegurar el goce de estos derechos en sus ordenamientos jurídicos internos 
para "impedir cualquier acto por parte de órganos y agentes del Estado o de 
individuos u organizaciones privadas". Desde la misma perspectiva, Can- 
~ a d o  Trindade también comenta la postura de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, que en sentencias de 1988 y 1989 (casos VeUqua 
Rodrfgua y Godfna Cruz) deja bastante claro "el deber jurídico del Estado 
de prevenir, investigar y sancionar las violaciones de los derechos humanos 
en el ámbito de su jurisdicción ... Si el aparato del Estado obra de un modo 
tal que dicha violación queda impune y no se le restituye a la víctima la 
plenitud de sus derechos lo más pronto posible, entonces podemos afirmar 
que el Estado dejó de cumplir su deber de garantizarles el libre y pleno 
ejercicio de sus derechos a las personas que están bajo su juri~dicción."~~ 

En este sentido, el acceso a la Justicia es una de las maneras más 
eficientes de materializar los derechos humanos. Corno lo establece la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 25, "toda 
persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea 
cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficia- 
les". 

Por lo tanto, no basta con adecuar la legislación nacional a los compro- 
misos asumidos internacionalmente si internamente el Gobierno brasileiio 
no puede garantizar los medios para que su población pueda, si llega el caso, 
recurrir a los tribunales yasí hacer que se cumpla cualquier decisión judicial 
en la que el recurso se juzgue procedente. La situación de los derechos 
humanos en el Brasil es por demás grave. El modelo económico concentrador 
de renta es responsable del acelerado empobrecimiento del pueblo -millo- 
nes de brasileños pasan hambre, millones de analfabetos y de toda clase de 
desamparados. ¿Cómo se puede pretender, por ejemplo, que una persona 
recurra a la protección individual que le ofrecen los órganos de supervisión 
internacional de derechos humanos si buena partede la población brasileiia 
ni siquiera conoce sus derechos constitucionales m á s  elementales? Los 
medios de comunicación electrónica, que podrían jugar un papel prepon- 
derante en esta cuestión, están al servicio de los intereses de los grupos 
dominantes y es poco lo que hacen para transmitirle a la población carente 
el mínimo de información sobre sus derechos. Con una población económi- 
camente activa de 64 millones de personas, apenas 16 millones están en 

11 A Protefdo dos Direitos Humanos nos Planos Nacional e Internacional: Pmpcetiws 
Bmsileims. p. 5657. 
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situación regular, es decir, cuentan con el debido documento de trabajo. 
Tampoco nos podemos olvidar de los diez millones de brasileños que deam- 
bulan por el campo en busca de tierra y trabajo -los llamados sin tierra, y que 
también son víctimas constantes de la violencia y de la discriminación 
practicadas por los propietarios rurales. 

Así, pues, en un contexto de crisis general en el Brasil, el Poder Judicial 
se destaca. Como ya se dijo, la morosidad y el formalismo hacen parte del 
cotidiano de los órganos judiciales. La corrupción, la utilización de sumas 
absurdas de dinero destinadas a la construcción de edificios monumentales 
para albergar tribunales, el excesivo corporativismo y la ausencia de control 
externo hacen con que el Poder Judicial se aleje cada día más del pueblo. La 
organización administrativa de los tribunales es arcaica e ineficiente; es el 
resultado de antiguos métodos burocráticos heredados de la teoría del 
proceso judicial colonial portugués, bien al estilo del viejo sistema 
inquisitorial ibérico utilizado en Latinoamérica, como lo recuerda el jurista 
argentino Alberto Binder, "desde hace siglos, para perseguir a las brujas y 
herejes de un modo totalmente arbitrario".12 

Todos sabemos que en este fin de siglo, con la increíble aceleración del 
tiempo histórico y el grado de complejidad de los conflictos sociales, los 
procedimientos procesales tradicionales ya no responden de un modo 
eficaz a las demandas de la realidad actual. En el caso del Brasil, necesitamos 
urgentemente efectuar la reforma de los códigos Penal y de Proceso Penal. 
Los intereses difusos y colectivos demandan nuevas actitudes, nuevos 
métodos y nuevas formas procesales. Capelletü nos enseña "que las asocia- 
ciones privadas que se instituyeron con el propósito de tutelar determina- 
dos interesesdifusos hansido bastanteeficaces. Este fenómeno produjo una 
"metamorfosis" en el derecho procesal; con la legitimación de un individuo 
(actor de clase) o de una asociación promoviendo un juicio en el cual están 
interesados un número muy grande de "partes anuentes"; con la posibili- 
dad de obtener una decisión judicial que involucre a millones de personas. 
El obstáculo procesal consiste en el hecho de que la solución procesal -el 
proceso ordinario contencio-, aun cuando se superen los problemas de  
patrocinio y de organización de los intereses, puede no ser la solución más 
eficaz tanto para el interés de  las partes como para los intereses más 
generales de la sociedad.13 

Flagrante y continua es la violación de derechos humanos que se 
observa a diario en las desorganizadas Varas de  Ejecución Penal, principal- 

12 Apud MilrcioMoreira Alves-"A Reforma d o  Judiciário", en "OGlobo", edici6ndel18/ 
02/94, p. 4. 

13 Capeuetti, og. cit., p. 27. 
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mente en Río de Janeiro. Decenas de presos que ya cumplieron sus penas 
permanecen en la cárcel; otros, que podrían gozar de los beneficios que les 
otorga la ley -como el régimen de prisión abierta, la reducción de la pena, 
etc.-, tampoco pueden reclamar sus derechos pues no tienen condiciones 
económicas para contratar a un abogado y porque no hay defensores públi- 
cos suficientes para atenderlos. El artículo 9 del Pacto Internacional de De- 
rechos Civiles y Políticos es muy claro cuando afirmaqueno se puede privar 
de libertad arbitrariamente a nadie y que cualquier persona tiene derecho 
a recurrir a un tribunal para que este decida sobre la legalidad de su encar- 
celamiento. 

Por último, hacemos constar nuestra convicción de que los sectores de 
bajos ingresos en el Brasil de hecho solo tendrán condiciones de libre acceso 
a la Justicia cuando, además de  existir voluntad política por parte de los 
gobernantes para hacer que se cumplan las leyes, para reformar el Estado, 
para crear mecanismos que promuevan una distribución de renta nacional 
más justa y para implantar reformas profundas en la estructura educativa 
del país, se realice una amplia reforma del Poder Judicial a fin de simplificar 
los retos, reformar el corporativismo y democratizarlo para que el mismo 
pueda abrirse a los pobres y desvalidos. Tal y como señala la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (1948): 

"Articulo 8-Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los 
tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución o 
por la ley." 
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